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Opinión Más control sobre la inversión: ¿garantía de 
estabilidad o freno a la iniciativa? 

A propósito del Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Plan 
Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio 

El Real Decreto-ley 7/2026 no solo responde a una crisis internacional con implicaciones energéticas 
y económicas. También introduce, de forma más o menos explícita, un refuerzo del control público 
sobre proyectos de nuevas inversiones, especialmente en sectores considerados estratégicos. 
En un contexto de incertidumbre geopolítica, esta tendencia puede parecer lógica. Pero también abre 
un debate relevante: ¿este mayor control mejora la seguridad del sistema o introduce 
rigideces que pueden frenar la inversión? 

 

La lógica del control en tiempos de crisis 

La crisis en Oriente Medio ha reactivado una preocupación latente: la dependencia energética y 
tecnológica. El Gobierno busca evitar que decisiones de inversión en sectores críticos —energía, 
infraestructuras, logística o tecnología— se adopten sin una supervisión alineada con el interés 
nacional. 

El decreto refuerza mecanismos de seguimiento, autorización y, en determinados casos, 
intervención, con el objetivo de anticipar riesgos y garantizar que las inversiones no comprometan la 
estabilidad del sistema. 

Desde una perspectiva de seguridad económica, el planteamiento es comprensible. En situaciones de 
crisis, el margen para el error se reduce. 

 

Un cambio de enfoque: de facilitar a supervisar 

Tradicionalmente, la política económica ha intentado facilitar la inversión como motor de crecimiento. 
Sin embargo, este decreto refleja un giro progresivo: la inversión ya no se concibe solo como 

oportunidad, sino también como riesgo potencial. 
Este cambio de enfoque implica que los proyectos, especialmente los de gran escala o en sectores 
sensibles, estarán sujetos a un escrutinio más intenso. 
El problema no es el control en sí, sino su alcance y previsibilidad. 

 

El riesgo de incertidumbre regulatoria 

Uno de los principales factores que condicionan la inversión es la seguridad jurídica. Cuando los 
mecanismos de control se amplían sin criterios claros o con procedimientos poco definidos, pueden 
generar incertidumbre en los inversores. 
El Real Decreto-ley 7/2026 introduce herramientas de supervisión que, si no se aplican con 
transparencia, pueden percibirse como intervención discrecional. 

En sectores donde las decisiones de inversión requieren años de planificación y grandes volúmenes de 
capital, cualquier duda sobre el marco regulatorio puede traducirse en retrasos o desvío de 
inversiones hacia otros países. 
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Control selectivo o control generalizado 

La eficacia de este tipo de medidas depende en gran medida de su focalización. 
Un control selectivo, centrado en sectores estratégicos y bien definido, puede reforzar la confianza en 
el sistema. 
Un control difuso o excesivamente amplio puede tener el efecto contrario: transmitir la idea de que 
toda inversión está sujeta a revisión constante, lo que introduce fricción en la toma de decisiones 

empresariales. 

El decreto apunta hacia el primer modelo, pero su aplicación práctica determinará si se mantiene ese 
equilibrio. 

 

Impacto en sectores clave 

El refuerzo del control puede tener efectos especialmente visibles en: 

• energía, donde la urgencia de nuevas infraestructuras convive con la necesidad de supervisión;  
• transporte y logística, afectados por posibles disrupciones internacionales;  

• tecnología y telecomunicaciones, donde la seguridad nacional y la inversión privada están 
cada vez más entrelazadas.  

En estos ámbitos, el reto será evitar que el control ralentice proyectos que, precisamente, son 
necesarios para mejorar la resiliencia del sistema. 

 

¿Mayor control equivale a mayor eficiencia? 

Existe una idea implícita en el decreto: que un mayor control público puede traducirse en mejor 
gestión de riesgos. 
Esto es cierto en determinadas condiciones. Pero también puede derivar en un exceso de supervisión 
que ralentice decisiones sin aportar valor añadido. 
La eficiencia no depende solo del control, sino de la calidad del control: claridad de criterios, rapidez 
de respuesta y coherencia en la aplicación. 

 

Entre la protección y la intervención 

El Real Decreto-ley 7/2026 refleja una tensión clásica en política económica: 

• proteger sectores estratégicos,  
• sin bloquear la iniciativa privada.  

La línea que separa ambas cosas es fina. Si el control se percibe como una herramienta de seguridad, 

reforzará la confianza. Si se percibe como un instrumento de intervención, puede generar el efecto 
contrario. 
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Conclusión: equilibrio imprescindible en un momento crítico 

El refuerzo del control sobre nuevas inversiones que introduce el decreto responde a una lógica 
comprensible en un contexto de crisis internacional. España, como otros países, busca proteger sus 
sectores clave y anticipar riesgos. 
Sin embargo, la eficacia de estas medidas dependerá de su aplicación práctica. 
Un control bien diseñado puede mejorar la resiliencia del sistema; un control excesivo o mal definido 
puede frenar la inversión en el momento en que más se necesita. 

En definitiva, el Real Decreto-ley 7/2026 abre una nueva fase en la relación entre Estado e 
inversión privada. El éxito no dependerá de cuánto se controle, sino de cómo se haga ese control. 

 

 


